SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°002                                                       RADICACIÓN: 66001220400020170029000
ACCIONANTE:   RUFINO SANTACOLOMA V. 

CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 23 de enero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede amparo
Radicación Nro. :

 66001220400020170029000
Accionante: 


 RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS
Accionado:
  FISCALÍA DIECISIETE DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA Y OTROS

Magistrado Ponente: 
  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                   Acta de Aprobación N° 0033
                                                  Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS mediante apoderado judicial contra la Fiscalía Diecisiete de Infancia y Adolescencia, la Fiscalía Primera Seccional y el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con función de control de garantías de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia.
2.- SOLICITUD 
Los hechos narrados en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) en diciembre 06 de 2014 se presentó un accidente de tránsito en la vía que de Cerritos conduce a La Virginia frente al Condominio Punta Palma, en el que estuvieron involucrados una motocicleta cuyo conductor perdió la vida al parecer al ser derribado por JHONY ALEXÁNDER LONDOÑO CANDAMIL -menor-, en condición de peatón, la volqueta de placas WMB 104 -la que arrolló finalmente al hoy occiso- conducida por el señor ESNEYDER HENAO, vehículo propiedad de RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS; (ii) las diligencias correspondientes al caso fueron radicadas al N° 660016000035201404965 y asignadas a la Fiscalía Primera Seccional de la Unidad de vida, cuya titular por requerimiento efectuado por el señor SANTACOLOMA VILLEGAS solicitó audiencia de entrega provisional del automotor de placas WMB 104, la cual se llevó a cabo por el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de esta capital, despacho que accedió a la pretensión y se ordenó la inscripción del pendiente en la matrícula del vehículo; (iii) luego de realizar el trabajo metodológico se determinó que la responsabilidad del hecho podía recaer en el menor de edad JHONY ALEXÁNDER CANDAMIL CASTAÑO, y se remitió el expediente a las Fiscalías Infancia y Adolescencia de Pereira, siendo asignado a la Fiscalía Diecisiete Seccional de la unidad, la cual le realizó imputación al citado adolescente en octubre 23 de 2017; (iv) el señor RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS solicitó la entrega definitiva del referido vehículo, audiencia que estuvo a cargo de la Juez Tercera Penal Municipal con función de control de garantías para Adolescentes de Pereira (Rda.), funcionaria que sostuvo no ser la competente para tomar una decisión al respecto, y esgrimió que la Fiscalía Primera incurrió en una omisión al no haber hecho el trámite para definir lo pertinente, decisión que mantuvo pese al recurso de reposición interpuesto; (v) en noviembre 27 de 2017 el hoy accionante radicó ante la Fiscalía Primera Seccional solicitud de entrega definitiva, no obstante se le resolvió en forma desfavorable su pretensión, al aducir la delegada fiscal que el proceso se remitió a la jurisdicción de adolescentes; y (vi) ante esa negativa, se ha dejado al tutelante en un limbo jurídico, máxime que el conductor del vehículo no fue vinculado como posible autor o partícipe del hecho, y no existe otro medio diferente a  la acción de tutela para obtener la protección de derechos al debido proceso y acceso a la administración de justicia que le están siendo vulnerados, puesto que ya ha agotado los medios y recursos ordinarios pertinentes.
Acorde con lo anterior se solicita el amparo de las aludidas garantías fundamentales, y, en consecuencia, se ordene a los despachos accionados la entrega definitiva del automotor de placas WMB104.
3.- CONTESTACIÓN
- La Fiscal Primera Seccional de la Subunidad de Vida de esta ciudad informó que la actuación sobre la que versa la presente acción fue remitida a las Fiscalías de Infancia y Adolescencia, toda vez que realizado el programa metodológico se llegó a la conclusión que el presunto infractor es un menor de edad.

Señaló que de manera previa se solicitó la entrega provisional del automotor ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías, que accedió a la entrega, y entonces el automotor quedó atado al proceso en aras de garantizar por los perjuicios ocasionados a la víctima, y en última instancia el juez determinara si es procedente la entrega definitiva.
Aseguró que no ha incurrido en la vulneración de los derechos fundamentales del accionante, toda vez que la solicitud elevada por el actor a su despacho fue atendida de manera oportuna, ágil y de fondo, y en la misma se le explicaron las razones por la que no era posible acceder a su petición, entre ellos, la falta de competencia por haberse remitido el proceso a otra Fiscalía, y no haberse dado una ruptura.
Con fundamento en lo anterior, solicitó se niegue el amparo de los derechos invocados frente al despacho a su cargo.

Posteriormente ante la solicitud efectuada por esta Sala precisó que en el informe policía de accidentes de tránsito que reposa en la carpeta se consignó como hipótesis que el conductor de la bicicleta, JHONY ALEXÁNDER CANDAMIL CASTAÑO, de 17 años de edad, cruzó sin observar”, y una vez realizado el programa metodológico se corroboró que en efecto fue así, por lo que se procedió a elaborar la constancia de remisión por competencia a los Fiscales de Infancia y Adolescencia, y por ello no se tomó ninguna decisión respecto de ESNEIDER HENAO TORO, conductor de la volqueta, toda vez que si bien resultó involucrado en el hecho nunca alcanzó la categoría de indiciado.
- La Fiscal Diecisiete Seccional de la Unidad de Responsabilidad Penal para Adolescentes de Pereira reiteró los hechos en los que resultaron involucrados los vehículos motocicleta de placa MJM45D conducida por el señor ANDRÉS ROMÁN NORIEGA, quien falleció en el hecho, una bicicleta marca Trek conducida por JHONY ALEXÁNDER CANDAMIL CASTATAÑO -menor de edad- y una volqueta de placas WMB104 conducida por ESNEYDER HNADO TORO.

Señaló que en diciembre 23 de 2017 la Fiscalía Primera de la Unidad de Vida solicitó la entrega provisional del vehículo volqueta, la cual fue ordenada por el Juzgado Séptimo Penal con función de control de garantías, y con posterioridad a dar cumplimiento a dicha orden, la titular de la citada Fiscalía ofició al Instituto Municipal de Tránsito y Transporte para que registrara el pendiente respectivo, en atención a que se adelantaba investigación contra el señor ESNEYDER HENAO TORO.
Indicó que realizadas las labores investigativas ordenadas por el despacho fiscal se recibió informe de investigador de campo en el que se conceptúa que la hipótesis final del hecho es que el factor determinante para la ocurrencia del suceso fue que el adolescente JHONY ALEXÁNDER CANDAMIL CASTAÑO, en calidad de peatón no tomó las precauciones debidas de acuerdo con lo establecido en los artículos 55, 57 y 58 del Código de Tránsito.

Refirió que en febrero 29 de 2016 recibió las diligencias provenientes de la Fiscalía Primera Seccional de Vida, sin que se dejara a disposición ningún elemento, y una vez asumido el conocimiento de la actuación se ordenaron otras actividades investigativas, y al obtener el resultado de las mismas se solicitó formulación de imputación contra CANDAMIL CASTAÑO, cargos que el adolescente no aceptó, y en la actualidad se está a la espera que se fije fecha para audiencia de acusación.

Precisó que en noviembre 22 de 2017 se llevó a cabo audiencia de entrega definitiva del vehículo automotor volqueta, previa solicitud del apoderado del señor RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS, propietario del mismo, la cual fue denegada por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías para adolescentes, para cuyo efecto la funcionaria argumentó que no tiene competencia para resolver dicha solicitud habida cuenta que el conductor de ese automotor no es ni indiciado ni imputado dentro de la jurisdicción de adolescentes, y tampoco fue puesto a disposición de la Fiscalía de Infancia y Adolescencia por una omisión de la Fiscalía de la Unidad de Vida, por lo que el requerimiento debe tramitarse en la jurisdicción de adultos por intermedio del despacho fiscal en comento, decisión que fue objeto de reposición y no obstante se mantuvo la decisión.

Aduce que si bien es cierto la Fiscalía de Infancia y Adolescencia a su cargo recibió la investigación en carpeta original, no una compulsa de copias o ruptura, también lo es que la actuación avocada por la Fiscalía Primera de la Unidad de Vida en la que se solicitó la entrega provisional del vehículo en mención, con fundamento en lo establecido en el artículo 100 del C.P., se indagó primero sobre la presunta responsabilidad del conductor de la volqueta, ESNEYDER HENAO TORO -quien rindió interrogatorio, mientras al menor CANDAMIL CASTAÑO se le recibió entrevista-, y no obstante que optó por no formularle cargos, ese despacho debió decidir sobre el destino del automotor, ya que no tiene justificación decir que porque el vehículo hace parte de una sola investigación al ser remitida a una jurisdicción diferente, en ésta última se tenga que tomar una determinación que involucra el vehículo que le fue incautado a ese adulto, pues si se resolvió la situación jurídica del señor HENAO TORO también debió adoptarse una determinación en relación con la volqueta, la cual por su trascendencia debe dictarse por el juez de control de garantías.
Aseguró que el hecho de tener en la actualidad la carpeta original, y ante la negativa de la juez de control de garantías de adolescentes para dar trámite a la petición de entrega definitiva no la faculta para acudir ante los jueces de adultos para solicitar dicha entrega, como quiera que la investigación está asignada a un sistema diferenciado y especializado como es el de adolescentes; sin embargo, en virtud de lo ordenado por la Dirección de Fiscalías luego de realizarse un comité sobre el caso, procedió a presentar petición en ese sentido ante el Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio en enero 11 de 2018, y se fijó fecha para audiencia en enero 15 a las 8:30 a.m., diligencia que correspondió al Juez Cuarto Penal Municipal con función de control de garantías, funcionario que suspendió el acto a la espera de lo que se resuelva dentro de esta acción de tutela, de lo que se advierte un posible conflicto de competencia.

Agregó que si bien intentó realizar una compulsa de copias para la Fiscalía Primera en aras de que gestionara la entrega definitiva ante la jurisdicción de adultos, la respuesta de la funcionaria titular fue negativa.

Pidió que al haber agotado los mecanismos o solicitudes necesarias para dar trámite a la solicitud de entrega de vehículo impetrada, se niegue el amparo deprecado.

- La Juez Séptima Penal Municipal con función de control de garantías informó que una vez revisada la base de datos y el aplicativo siglo XXI  pudo observar que efectivamente ese despacho realizó audiencia preliminar de entrega provisional de vehículo en diciembre 23 de 2017, y para esa fecha no se desempeñaba como titular del mismo, por tanto no puede dar razones de lo ocurrido en esa diligencia; no obstante, precisa que de la lectura del acta correspondiente, se advierte que se dispuso autorizar la entrega provisional del vehículo de placas WMB104 modelo 2008, a su propietario RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS, decisión frente a la que no se interpuso recurso alguno por lo que quedó ejecutoriada en el acto.
- La Juez Tercera Penal Municipal con función de control de garantías para adolescentes de esta ciudad, indicó que con su actuación no ha vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia del accionante, toda vez que dio trámite a la solicitud de entrega definitiva del vehículo de placas WMB 104 impetrada por él dentro del asunto penal radicado al N°660016000035201404965, y si bien la decisión no fue favorable a sus intereses, ello obedeció a que estaba en imposibilidad de autorizar la entrega de dicho automotor cuando no hacía parte de la investigación adelantada por la Fiscalía 17 Seccional de Adolescentes contra el menor JHONY ALEXÁNDER LONDOÑO CANDAMIL.
Señaló que de acuerdo con lo vertido en esa audiencia, se supo que en principio la Fiscalía Primera Seccional de la Unidad de Vida de Pereira bajo el mismo radicado adelantó la investigación contra el adulto ESNEYDER HENAO TORO, quien en diciembre 06 de 2014 conducía la volqueta de placas WMB 104, y resultó involucrado en el hecho de tránsito en el que perdió la vida el señor ANDRÉS ROMÁN NORIEGA, quien se desplazaba en una motocicleta, y en el que resultó lesionado el adolescente JHONY ALEXÁNDER LONDOÑO CANDAMIL.

Refirió que la misma Fiscal solicitó en diciembre de 2014 ante el Juez Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira la entrega provisional, a la cual se accedió y en virtud de ello se ofició al Instituto Municipal de Tránsito de Pereira para que inscribiera el pendiente sobre el automotor con la indicación de que estaba involucrado en la investigación penal adelantada contra el citado HENAO TORO.
Indicó que en forma posterior por parte del investigador se presentó la Fiscal Seccional de la Unidad de Vida un informe en el que luego de las labores realizadas, se concluye que la hipótesis final sobre el factor determinante del accidente, se derivó de un hecho atribuible al adolescente JHONY ALEXÁNDER, el cual era peatón, y con base en ello la Fiscal decidió remitir las diligencias a la Fiscalía Diecisiete Seccional de Infancia y Adolescencia de Pereira, pero nada se resolvió en relación con los vehículos involucrados en el hecho, entre ellos, la volqueta de placas WMB 104, y la constancia de remisión no aludía a vehículo o elemento alguno que quedare a disposición de la Fiscal 17.

En razón de lo anterior, concluyó que hubo una omisión por parte de la Fiscal Primera Seccional de la Unidad de Vida, puesto que se resolvió la situación jurídica del adulto indiciado y se determinó que no tenía responsabilidad en el hecho, y sin embargo se dejó en el limbo lo atinente al vehículo que éste conducía, cuando debió como consecuencia de esa decisión disponer lo necesario para su entrega definitiva al propietario, poseedor o tenedor legítimo, y como tampoco la pluricitada volqueta fue puesta a disposición de la Fiscal 17, y además le había sido incautada a un indiciado adulto, no tenía competencia para o no autorizar o no su entrega definitiva.
Considera que si ha habido alguna vulneración, la misma es atribuible a la Fiscal Primera Seccional de la Unidad de Vida de Pereira.

- La Dra. LUDIS SENIT UTRIA ARROYO, defensora del señor JHONY ALEXÁNDER CANDAMIL CASTAÑO, indicó que a su representado no le asiste interés en lo referente a la entrega definitiva del automotor de placas WMB104, y tampoco está inmerso en la vulneración de derechos que se alega. 

De igual forma, señala que lo que se avizora es que la Fiscalía Primera Seccional de la Unidad de Vida de Pereira debió no solo resolver la situación jurídica del indiciado ESNEIDER HENAO TORO sino también la del automotor en mención, tal como lo ordena el inciso primero del artículo 88 C.P.P. cuando estos no son necesarios para la investigación.

Solicita la desvinculación de la actuación por falta de legitimación por pasiva.
- Los demás vinculados a la actuación (JHONY ALEXÁNDER CANDAMIL CASTAÑO, ESNEIDER HENAO TORO, Dres. LORENA FLÓREZ AGUIRRE y MARTÍN EMILIO BOTERO DUQUE), no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de los despachos accionados con su actuación u omisión se vulneran los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia del señor RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
.

En el presente asunto y de acuerdo con la situación fáctica narrada en el escrito de tutela por el apoderado del señor SANTACOLOMA VILLEGAS, se tiene que éste es propietario del vehículo de placas WMB104, el cual estuvo involucrado en un hecho de tránsito acaecido en diciembre 06 de 2014, cuando era conducido por el señor ESNEYDER HENAO TORO, y en el que perdió la vida ANDRÉS ROMÁN NORIEGA CONTRERAS, en razón de lo cual fue incautado por la Fiscalía dentro del trámite investigativo que se inició por el delito de homicidio culposo bajo el radicado N° 660016000035201404965 asignado a la Fiscalía Primera Seccional de esta ciudad.
Dicho automotor, en diciembre 23 de 2014 luego de efectuarse la audiencia preliminar respectiva ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función  de control de garantías de Pereira, fue entregado en forma provisional a SANTACOLOMA VILLEGAS por intermedio de su apoderado y registrado el pendiente respectivo.

Una vez adelantado el programa metodológico, y al considerar la fiscal encargada del asunto, que el presunto responsable del hecho no fue el señor HENAO TORO sino que al parecer lo era el adolescente JHONY AELXÁNDER LONDOÑO CANDAMIL, la actuación fue remitida a reparto de las Fiscalías del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, y correspondió su conocimiento a la Fiscalía Diecisiete de esa Unidad.

Con posterioridad el abogado del señor SANTACOLOMA pidió al último de los citados despachos solicitar la entrega definitiva del automotor, trámite que fue adelantado por su titular y cuya diligencia fue llevada a cabo por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de Control de Garantías para adolescentes de esta capital, despacho que se negó a definir lo pertinente al considerar que carece de competencia para ello, puesto que ese vehículo no hace parte de la investigación adelantada en esa jurisdicción y por ello la situación respecto del mismo debió ser definida por la Fiscalía Primera Seccional, determinación que fue objeto de recurso, pero la juez mantuvo la decisión adoptada.
De igual forma, se tiene que el apoderado del actor pidió a la Fiscalía Primera adelantar las gestiones para la entrega definitiva del automotor, y dicho despacho se negó a acceder a ese requerimiento al aducir que no tiene competencia para ello por cuanto el proceso actualmente se encuentra a cargo de la Fiscalía Diecisiete de Infancia y Adolescencia.
Bajo esas circunstancias, el actor estima afectados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia, al no habérsele permitido acceder a la entrega definitiva del vehículo de su propiedad, y pretende entonces por esta vía obtener el amparo de los mismos, y, en consecuencia se ordene a los despachos accionados disponer la referida entrega.
Han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”
, ya que con ello desconocería la independencia y la autonomía de las que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, y además desnaturalizaría el propósito de este mecanismo constitucional. Adicionalmente, por cuanto dicha actuación es el escenario en el que se pueden ejercer los medios de defensa judicial para reclamar el amparo de las garantías fundamentales que se consideren quebrantados. 

De igual forma, la misma Alta Corporación ha sido enfática
 en torno a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: recalcó lo siguiente respecto
“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 
De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso.” -negrillas fuera de texto-
Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso un proceso penal en el que se puede dar trámite a la entrega definitiva del vehículo que por esta vía se pretende, no puede ser la tutela la vía para resolver lo pertinente, puesto que de acuerdo con nuestro ordenamiento procesal penal las peticiones de esa naturaleza deben ser definidas por un juez de control de garantías ante la solicitud invocada por el delegado de la Fiscalía, razón por la que en principio el mecanismo impetrado sería improcedente; sin embargo, advierte la Sala que en el asunto sometido a estudio sí es necesaria la intervención del juez constitucional, ya que pese a que el actor por intermedio de su apoderado agotó los recursos que tenía a su disposición dentro de esa actuación, no ha logrado que de manera efectiva se atienda su requerimiento, en cuanto todos los funcionarios involucrados aducen no ser los competentes para ello.

Dicha indefinición por supuesto constituye una afectación de los derechos del actor al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia, puesto que no ha sido posible que por parte de la judicatura se le defina la situación atinente al automotor de su propiedad, no obstante haber realizado los trámites pertinentes para ello.

Corresponde entonces determinar cuál de los accionados es el que debe dar trámite a la petición del actor, y en ese sentido para la Colegiatura, luego de analizar cada una de las respuestas dadas por los accionados y efectuar la inspección judicial respectiva a la carpeta de la investigación, es claro que es la Fiscalía Primera Seccional de esta ciudad, por los motivos que pasan a explicarse a continuación:

En la investigación penal radicada al N° 660016000035201404965 que por el delito de homicidio culposo se inició en la Fiscalía Primera Seccional de esta ciudad, conforme lo referido en precedencia, se tuvo como primer indiciado al señor ESNEIDER HENAO TORO, quien conducía la volqueta de placas WMB, la cual impactó el cuerpo de la víctima, ANDRÉS ROMÁN NORIEGA CONTRERAS.
Luego de efectuarse las labores investigativas, diligencias dentro de las cuales se le realizó a HENAO TORO entrevista de indiciado, se determinó que el presunto responsable del hecho era el adolescente JHONY ALEXÁMDER CANDAMIL CASTAÑO, razón por la cual las diligencias fueron remitidas a la Unidad de Responsabilidad Penal para Adolescentes, y allí el asunto se asignó a la Fiscalía Diecisiete Seccional. 
Es cierto que la citada Fiscalía no tenía por qué poner a disposición el vehículo, puesto que el mismo no estaba en poder de ese despacho sino que había sido entregado de manera provisional a su propietario, y entonces simplemente tenía una medida jurídica en aras de garantizar la indemnización de perjuicios a las víctimas; sin embargo, lo que se advierte, en contraposición a lo dicho por la Fiscalía Diecisiete y por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de adolescentes, es que previo a hacer la remisión de la actuación, la titular de la Fiscalía Primera no definió ni la situación del indiciado ni la situación del automotor.
En esas circunstancias, por más que la citada funcionaria sostenga que en la actualidad la competencia sobre lo atinente al proceso radica únicamente en la Fiscalía de Infancia y Adolescencia a la que fue asignada la actuación, porque si bien no adoptó ninguna decisión frente al señor ESNEIDER HENAO TORO es debido a que éste nunca tuvo la calidad de indiciado, lo que se observa es que dicho ciudadano sí figura dentro de la actuación como uno de los potenciales responsables del hecho en el que perdió la vida ANDRÉS ROMÁN NORIEGA CONTRERAS, al haber intervenido en la producción de ese resultado, y por ello se requería que el ente acusador en su condición de titular de la acción penal determinara si era procedente el archivo, la preclusión o la imputación, pero nada de ello se hizo.

Lo anterior se afirma, en cuanto independientemente a la valoración de los medios de información aportados a la indagación (con respecto de lo cual el ente Fiscal es por supuesto autónomo), la realidad procesal enseña que el adulto HENAO TORO en su condición de conductor de esa volqueta ejecutó una acción que produjo un resultado -muerte-, y esa circunstancia obliga al Estado a hacer un pronunciamiento de fondo con respecto a la conducta realizada por él, sea esta favorable (mediante archivo o preclusión) o desfavorable (mediante una imputación). Con lo cual resulta a todas luces indebido omitir todo pronunciamiento en su caso y optar, como fue lo sucedido, por remitir la actuación a la jurisdicción de adolescentes para que fuera allí en donde se finiquitara la actuación frente al menor. Cuando es sabido que ambos trámites en cada jurisdicción se surten de manera independiente y hay lugar al rompimiento de la unidad procesal para que cada sujeto procesal sea juzgado en forma independiente. Con mayor razón cuando en el caso en concreto aún resta por definir lo pertinente en cuanto al automotor que conducía el adulto con el cual se causó la muerte al conductor de la motocicleta, y respecto del que se decretó una entrega apenas provisional para su propietario quien requiere un pronunciamiento de entrega definitiva que compete a un juez de control de garantías. 

Siendo así, es claro para la Sala que debe ser la referida fiscal delegada ante la jurisdicción de adultos quien está en el deber de adelantar los trámites atinentes a la entrega del mencionado automotor que solicita el propietario, por cuanto aún el señor HENAO TORO no ha sido desvinculado de la actuación penal, y en esas condiciones el citado ente Fiscal no ha perdido competencia en el asunto.

Acorde con lo analizado se tutelarán los derechos al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia de los que es titular RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS, y, consecuencia, se ordenará a ese despacho que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, realice los trámites necesarios para radicar ante el Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio de esta ciudad la solicitud de entrega definitiva del vehículo de placas WMB-104, de propiedad del señor RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS, para que sea un juez con categoría de control de garantías de esta capital el que tome la determinación judicial que el caso amerita, bien sea a favor o en contra de los intereses del solicitante, de conformidad con la realidad procesal existente.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia de los que es titular RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Fiscalía Primera Seccional de esta capital, que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, realice los trámites necesarios para radicar ante el Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio de esta ciudad solicitud de entrega definitiva del vehículo de placas WMB-104 de propiedad del señor RUFINO SANTACOLOMA VILLEGAS, con miras a que un Juez de Control de Garantías adopte la determinación que en derecho corresponda.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ

� Sentencia T-313/05.


� Sentencia T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Ver también radicados 68111 de julio 18 de 2013 y 79314 de mayo 6 de 2015.


� Radicado 79930 de mayo 28 de 2015.
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